Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 12 minutos.) 
Dese cuente de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Solicitudes de audiencia por el proyecto de ley aprobado en nueva forma por la Cámara de 
Representantes, por el que se establecen normas para la interrupción voluntaria del embarazo, 
remitidas por: la “Comisión de la Familia y la Vida de la Conferencia Episcopal del Uruguay”, el “Centro 
de Bioética Rioplatense”, la 'Asociación Esperanza Uruguay”, la Mesa Coordinadora Nacional por la 
Vida”, la Asociación 'Familia y Vida' y la organización de jóvenes 'Movidos por la Vida”. 


Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por la señora Representante Berta 
Sanseverino, en sesión de 18 de setiembre del corriente año, relacionada con la Conferencia de El 
Cairo y los objetivos de desarrollo del milenio: mantenimiento de promesas midiendo resultados.” 


Queda a juicio de los integrantes de la Comisión si las solicitudes de audiencias solicitadas 
por distintas organizaciones serán atendidas. 


SEÑOR SOLARI.- Entre el material que hemos recibido están las versiones taquigráficas de todas las 
delegaciones recibidas por la Comisión Especial de la Cámara de Representantes. Por lo tanto, 
entiendo que no es necesario volver a recibirlas; creo que ello no aportaría nada. Quien quiera conocer 
la opinión de estas asociaciones, puede leer la versión taquigráfica como lo ha hecho quien habla. 


Este mismo criterio de no perder nuestro tiempo, sino de utilizarlo de la manera más eficiente 
posible, lo propuse para la consideración del proyecto de ley sobre adopciones en la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión. Lamentablemente, no pude concurrir a la primera sesión en que se 
trató el tema, y se adoptó el criterio opuesto: el de volver a recibir a las delegaciones que ya estuvieron 
en la Comisión de Población y Desarrollo Social de la Cámara de Representantes. Sin perjuicio de 
ello, considero que no es recíproco el tratamiento. 


En consecuencia, mociono para que se curse a estas asociaciones una nota muy gentil 
expresando que sus puntos de vista han sido tenidos en cuenta a través de la lectura de la versión 
taquigráfica de la Comisión Especial de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción del señor Senador Solari. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde, entonces, ingresar al análisis de este nuevo proyecto de ley. 


SEÑOR SOLARI.- El señor Presidente dijo “este nuevo proyecto de ley”, y creo que en esencia tiene 
razón: es un nuevo proyecto de ley. Es como si este proyecto de ley hubiera nacido en la Cámara de 
Representantes, de manera que ahora llega al Senado para que lo estudie y analice como segunda 
Cámara. Sin embargo, entiendo, por las conversaciones que tuvimos en la última sesión, que el Partido 
de Gobierno no lo considera así, sino que sostiene que este es el mismo proyecto que había aprobado 
el Senado pero en nueva forma, como dice su carátula. 


Cuando uno mira el tratamiento que la Comisión Especial de la Cámara de Representantes 
dio al proyecto que aprobamos en el Senado a fines del año pasado -si no me equivoco- se encuentra 
con que ninguno de sus artículos fue votado afirmativamente; todos fueron votados negativamente. 
Además, los sustitutivos que reemplazan la versión aprobada por el Senado tienen muy poco que ver 
con el texto que originalmente había sido aprobado. Con esto quiero decir que puede haber un 
argumento bastante razonable en el sentido de que este es un nuevo proyecto. 


Sin perjuicio de todo esto, como ya la mayoría ha indicado su voluntad de tratar este proyecto 
como si fuera una tercera Cámara -y, por lo tanto, lo que corresponde es aprobar o no la totalidad de 
las modificaciones introducidas por la Cámara de Representantes- no voy a hacer un planteo formal en 
el sentido de requerir opiniones de constitucionalistas o de la División Jurídica, a lo que tendría todo el 
derecho. Y no lo voy a hacer por la misma razón que manejé anteriormente, cuando hablé de las 
asociaciones: creo que no es el mejor uso de nuestro tiempo, en la medida en que ya hay una decisión 
tomada por la mayoría de considerar este proyecto de ley como si el proyecto hubiera sido reformado 
en la Cámara de Representantes y ahora volviera para que aceptemos o no esas modificaciones. De 
manera que no voy a formular ninguna moción en ese sentido. 


SEÑOR AGAZZI.- Con relación a lo que plantea el señor Senador Solari, en realidad esta es la 
Carpeta N* 567/2011; así se caratuló desde que comenzó la discusión. Nosotros mismos aquí, durante 
la discusión modificamos varios aspectos de la propia iniciativa, presentada por nuestra Bancada. En la 
Cámara de Representantes hubo una negociación política, que todos conocimos, y el proyecto de ley 
tuvo modificaciones, algunas de ellas conceptuales, pero incluye dos artículos que son prácticamente 
idénticos a los originales, de manera que para nosotros es el mismo proyecto de ley. No estoy diciendo 
ninguna novedad porque ya lo señaló el señor Senador Solari, pero quería aclarar que continuamos 
tratando la Carpeta N* 567/2011, “Interrupción voluntaria del embarazo. Se establecen normas”. Está 
claro que, siempre que vuelven con modificaciones, los proyectos de ley presentan cambios. La 
pregunta es hasta dónde es el mismo proyecto de ley si se le hacen modificaciones pequeñas, 
medianas o más importantes. Para nosotros, en este caso tiene el mismo contenido material: trata de 
la interrupción voluntaria del embarazo y las normas que lo regulan. Por ese motivo consideramos que 
esta es la tercera Cámara. 


SEÑORA MOREIRA.- En el comparativo encontraremos la principal modificación que se introduce en 
la Cámara de Representantes -con distinto número de artículos y a veces con títulos muy semejantes- 
que es la referida a los aspectos más jurídicos de la ley. Los artículos 1% y 2% de la Cámara de 
Representantes se corresponden con el 1? y 16 de la Cámara de Senadores; el artículo 3% de la 
Cámara de Representantes se corresponde con el 3” y 4* de la Cámara de Senadores; los artículos 4” 
y 5%, relativos a los deberes de las instituciones de salud y de los profesionales, se corresponden con 
los artículos 11 y 12; el propio artículo 5% de la Cámara de Representantes, sobre confidencialidad, se 
corresponde con el artículo 13 de la Cámara de Senadores; las excepciones están en los artículos 5% 
de la Cámara de Senadores y 6” de la Cámara de Representantes. El artículo 2? de la Cámara de 
Senadores, que especialmente trata sobre violación, figura como inciso C) del artículo 6” de la Cámara 
de Representantes. Los artículos 6* y 7%, que refieren al consentimiento de las menores de edad, son 
equivalentes, así como también lo son los artículos 7* y 8%, que tienen que ver con el consentimiento de 
las mujeres declaradas incapaces. Luego tenemos como equivalentes los artículos 14 y 11 sobre 
objeción de conciencia, los artículos 10 y 10, referidos a la obligación de los servicios de salud, los 
artículos 9% y 17 de la Cámara de Senadores y los artículos 13 y 14 de la Cámara de Representantes. 
Este sería el sistema de equivalencia entre un proyecto y otro. 


SEÑOR GALLO.- En la misma línea; de acuerdo a la interpretación que nosotros hacemos del artículo 
135, esta Comisión solamente debe resolver si acepta o no las modificaciones del proyecto que viene 
de la Cámara de Representantes que, desde nuestro punto de vista, es una iniciativa con 
modificaciones. 


En definitiva, pensando que ese es el único trámite que esta Comisión tiene que hacer, 
proponemos pasar a votar la iniciativa, a los efectos de decidir si se acepta o no el proyecto de ley 


SEÑOR SOLARI.- Antes de pasar a la votación del proyecto quiero señalar que la semana pasada 
solicité una semana de tiempo para estudiar la iniciativa porque no estaba en el Orden del Día y, sin 


perjuicio, de que razonablemente puede defenderse la tesitura de que esta es una nueva ley, en tanto 
no crea un derecho a abortar, o es una modificación de la que había aprobado el Senado, en tanto 
habilita el aborto bajo determinadas condiciones antes de las 12 semanas, más que la coincidencia o 
no de números, lo que importa es el tema de fondo. A su vez, quiero hacer una exposición - espero que 
no sea muy prolongada- que es el resultado de esa semana que pedí para estudiar el proyecto porque 
este no es un tema menor, sino que es un asunto en el que es difícil ponerse de acuerdo -lo sé- pero 
vale la pena analizarlo en profundidad y artículo por artículo. Como el señor Senador Gallo propone 
votar el proyecto en bloque, voy a hacer una consideración general, y luego haré un análisis artículo 
por artículo, dado que no habrá una votación de esas características. 


En primer lugar, creo que este es un proyecto de ley que nuevamente está dirigido -como lo 
dije con relación a la iniciativa anterior que, finalmente, fue aprobada en el Senado sin nuestro voto- a 
legalizar una práctica delictiva que es común en el país, y que, desde mi punto de vista, no está 
enfocado en lo que debería, es decir, en la prevención, en la contención y en el acompañamiento del 
resultado final de los embarazos no deseados. 


Este es el tema de fondo y me parece que el proyecto de ley toma en cuenta nada más que 
una de sus partes como si fuera aislable, siendo que no lo es. La prevención, a través de la salud 
sexual y reproductiva, es un elemento muy importante y sobre el que el país tiene pocos y malos 
antecedentes. Además, la adopción es un sistema que siempre fue bastante rígido y poco efectivo en 
el Uruguay y, desde la última ley, se ha vuelto más rígido todavía. Téngase en cuenta que en los 
últimos diez años hemos tenido un promedio de cincuenta adopciones anuales y que hace pocos días, 
el Director del INAU, Licenciado Ferrando, dijo que este año también íbamos a tener pocas adopciones 
porque el Poder Judicial demora con los trámites, etcétera. Pues bien, el mes próximo va a hacer un 
año que Legisladores de los cuatro partidos convinimos con lo más representativo de la academia, del 
Poder Judicial y del propio INAU una modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia, pero ese 
proyecto de ley recién ha sido remitido -un año más tarde- para ser considerado. O sea que tenemos 
urgencia para tratar el tema del aborto, pero se adopta una especie de actitud displicente ante la 
adopción que, sin duda, es una salida muy importante para los embarazos no deseados. 


Otra consideración general que quería hacer es que, desde mi punto de vista, resultó muy 
ilustrativa la exposición del profesor Martín Risso, hecha ante la Comisión Especial con la Finalidad de 
Tratar los Proyectos Vinculados a la Interrupción Voluntaria del Embarazo de la Cámara de 
Representantes porque, si bien especificó estrictamente que iba a hablar en forma exclusiva de 
aspectos jurídicos, hace una exposición muy detallada de los Derechos Humanos, de cuál es la 
obligación del Estado en esa materia, de cómo debe ser hecha la interpretación y de qué Derechos 
Humanos están en juego en este proyecto de ley y, finalmente, efectúa consideraciones específicas 
sobre el articulado. 


No quiero aburrir a los señores Senadores, no es mi intención molestar a nadie, pero me 
parecen muy importantes las conclusiones a las que arribó. Concretamente, en la página 136 del 
Distribuido N* 1700/2012, el doctor Risso dice: “En definitiva, como conclusión de lo que he dicho, en la 
Convención Americana y en la Constitución uruguaya se establece un principio general de protección 
que orienta al aplicador del derecho hacia la protección de la vida. Las excepciones que se pueden 
establecer -puede haber excepciones- de acuerdo con el Pacto de San José y con la Constitución 
uruguaya, son de interpretación estricta” -o sea, restrictiva- “y deben estar debidamente justificadas, no 
pudiendo ser apresuradas ni gratuitas. Hay que tener cuidado con las razones de interés general -no 
sé si quieren profundizar en ese tema-; en el ámbito de los derechos humanos, estas son garantía de 
los derechos humanos y no habilitaciones para que se limiten los derechos humanos. Esto es 
verdaderamente importante”. 


Más adelante, dice: “Respetuosamente, creo que habilitar el aborto libre a la mujer,” -como lo 
establece el artículo 3 del proyecto de ley a consideración- “aunque sea dentro de las doce primeras 
semanas, colide contra las normas nacionales e internacionales, porque hay una desproporción en los 
bienes jurídicos que están en contraposición”. ¿Cuáles son esos bienes jurídicos en el caso del artículo 
3? En uno de los platos de la balanza está el derecho a la vida del concebido y, en el otro, el derecho 
de la mujer a decidir su proyecto de vida reproductiva. Obviamente, en la opinión del profesor Risso y 
de la mayoría de los autores en el mundo occidental predomina el derecho a la vida, y con el aborto no 


solo se termina con este derecho, sino que se termina con la vida, por lo que no puede haber ningún 
derecho a posteriori de esa situación. Esta es una consideración de carácter general. 


Además -y por esa razón votaremos en contra de estas modificaciones y mantendremos el 
voto en contra del proyecto de ley aprobado el año pasado por el Senado- quiero hacer algunas 
consideraciones específicas sobre el articulado. El artículo 1%, que es mucho mejor que el que nosotros 
habíamos redactado porque por lo menos hace referencia al valor social de la maternidad, a la 
procreación consciente y responsable, a la tutela de la vida humana, etcétera, tiene dos aspectos que 
no me convencen. En primer lugar, no se menciona como primer principio a defender el derecho a la 
vida, que es la esencia del sistema de los derechos humanos. En segundo término, el párrafo final del 
artículo -no sé si se trata de un inciso, porque no es a continuación de un punto y aparte- dice 
textualmente: “La interrupción voluntaria del embarazo, que se regula en la presente ley, no constituye 
un instrumento de control de los nacimientos”. Creo que esta declaración es inexacta, dado que el 40% 
de los embarazos que se cursan en el Uruguay terminan en abortos provocados constituyendo, de 
hecho, un elemento de control de la natalidad; es decir que la tasa de natalidad del país sería muy 
diferente si el porcentaje de embarazos que terminan en abortos provocados fuera más bajo. 


Con respecto al artículo 2%, creo que la redacción es confusa, ya que establece lo siguiente: 
“La interrupción voluntaria del embarazo no será penalizada y en consecuencia no serán aplicables los 
artículos 325 y 325 bis del Código Penal, para el caso que la mujer cumpla con los requisitos que se 
establecen en los artículos siguientes y se realice durante las primeras doce semanas de gravidez”. 
Parecería que esta última condicionante -me refiero al caso de que la mujer cumpla con los requisitos y 
se efectúe dentro de cierto plazo- fuera una especie de derivación de una situación general cuando, en 
realidad, es el condicionamiento de todo el artículo. Pero, por la manera en que fue redactado, parece 
lo contrario porque lo que se expresa es que la interrupción voluntaria del embarazo no será 
penalizada y, en consecuencia, no serán aplicables los artículos 325 y 325 bis. Esto se puede 
interpretar de las dos maneras, pero creo que es una redacción confusa que puede plantear 
dificultades porque alguna persona puede decir que acá lo que se dice es que la interrupción voluntaria 
del embarazo no será penalizada y, por lo tanto, -que es lo que dice- no son aplicables los artículos 325 
y 325 bis del Código Penal. 


Los artículos 3” y 4%, que son la médula del proyecto de ley elaborado por la Cámara de 
Representantes, hacen referencia a los requisitos que permiten la interrupción del embarazo dentro del 
plazo de las 12 semanas. Ese artículo se llama “Requisitos” y los enumera. Concretamente, uno de 
esos requisitos es que la mujer debe acudir en consulta ante una institución del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. En lo personal, me tomé el trabajo de entrar a la página del Ministerio de Salud 
Pública para ver cuáles son las instituciones que forman parte del Sistema Nacional Integrado de 
Salud, y encontré que no aparecen en una lista. Esa es una de las dificultades que tiene este proyecto 
de ley que, de verdad, funciona bien a 33.000 pies de altura, pero muy mal a nivel de la realidad 
cotidiana, ya que si una ciudadana quiere saber si el Sanatorio del Banco de Seguros del Estado, el del 
Banco de Previsión Social o el Hospital de Clínicas están incluidos en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, no tiene forma de saberlo, porque en el listado no está esa información. Ahora bien; este listado 
es del año 2008. Llamé al Ministerio de Salud Pública para que me dieran un listado actualizado, pero 
nunca me lo enviaron. Entonces, si un Senador que integra la Comisión de Salud Pública tiene 
dificultad para recibir la información, se lee muy distinto lo que dice el artículo cuando establece que “la 
mujer deberá acudir a consulta médica ante una institución del Sistema Nacional Integrado de Salud, a 
efectos de poner en conocimiento del médico las circunstancias derivadas de las condiciones en que 
ha sobrevenido la concepción”. Esta primera consideración es de orden práctico. 


La segunda consideración que quiero hacer sobre este artículo tiene que ver con lo siguiente. 
Estas disposiciones del artículo 3* refieren a la verificación de que existe un embarazo y a que cuando 
se toma la decisión de abortar, se debe acudir a una consulta con ginecólogo en una institución del 
Sistema Nacional Integrado de Salud, luego de lo cual se deriva el caso a un tribunal de asesoramiento 
que tomará un período de reflexión de cinco días, al cabo de los cuales se rectifica o se ratifica la 
decisión original, que habilitará o no la realización del aborto. Al leer esta disposición, queda claro que 
esto está pensado para la ciudad de Montevideo y para algunos barrios, pero no para la Ruta 8 entre el 
kilómetro 11 -donde está el Centro de Salud Jardines del Hipódromo- y Pando, porque allí no hay una 
sola policlínica que tenga ginecólogo y, por lo tanto, no hay forma de cumplir con los requisitos del 
artículo sin que la mujer acuda al Hospital Pereira Rossell. Debemos pensar esto mismo con respecto 


a Villa García y a Barros Blancos pero, sin dudas, debemos considerar este mismo inconveniente si 
hablamos de Caraguatá o de Curtina, donde la disposición sería absolutamente inaplicable, ya que en 
esos lugares no hay ninguna institución que cuente con los servicios necesarios para cumplir con los 
requisitos establecidos en el artículo que estamos analizando. Pero además de no contarse con los 
recursos, hay un problema de tiempo. Quienes somos médicos sabemos que la fecha de la última 
menstruación puede ser más o menos certera. Supongamos que esa fecha es certera porque eso es lo 
que facilita la aplicación de la mecánica prevista en el articulado, y también supongamos que no hay 
una falsa menstruación en el período siguiente, ya que eso puede ocurrir a veces cuando se produce la 
anidación de la célula huevo, por lo que no hay incertidumbre con respecto al momento de la 
concepción. A partir de ahí, una vez tomada conciencia del embarazo -cuando la mujer ya está en su 
cuarta o quinta semana de gestación- tiene que obtener una consulta con ginecólogo, confirmar 
mediante exámenes el embarazo, determinar la edad gestacional para saber si está dentro de las 12 
semanas o no, y luego de eso tiene que volver a la consulta con el ginecólogo para decir que quiere 
interrumpir el embarazo. Obviamente, sin esas confirmaciones no se puede iniciar el proceso que 
establece el articulado que, en los hechos, va a llevar entre dos o tres semanas. Lo que no dice el 
proyecto de ley -y creo que es uno de las cosas que va a plantear enormes dificultades- es qué pasa 
con la mujer que inicia todo ese procedimiento antes de las doce semanas de embarazo pero termina 
ratificando su decisión después de transcurridas las doce semanas. ¿Va a estar comprendida dentro de 
la ley? ¿Va a estar cometiendo un delito? Porque no se derogan los artículos 325 y 325 bis; se dice 
que mientras lo haga dentro de las 12 semanas no será penalizado. Si inicia el procedimiento antes de 
ese plazo pero lo termina después, supongo que, por la aplicación fría de la letra de la ley, puede ser 
denunciada y perseguida judicialmente. 


En el artículo 3% se propone un equipo interdisciplinario de la institución integrante del Sistema 
Nacional Integrado de Salud constituido por tres profesionales, que sea neutro, que sea como 
equidistante entre interrumpir el embarazo o no interrumpirlo. Eso se confirma en los literales C) y E) 
del artículo 4”. El literal C) dice: “Garantizar, dentro del marco de su competencia, que el proceso de 
decisión de la mujer permanezca exento de presiones de terceros, sea para continuar o interrumpir el 
embarazo”. Supongo que si lo debe garantizar con relación a los demás, también lo tendrá que 
garantizar respecto de sí mismo. Mientras que el literal E) establece: “Abstenerse de asumir la función 
de denegar o autorizar la interrupción”. Ahora bien, yo me pregunto en cuántos lugares del Uruguay es 
posible conformar un equipo de por lo menos tres personas, un ginecólogo, un psicólogo y un asistente 
social, que sea neutro con respecto a la interrupción del embarazo, que sea neutro con respecto al 
aborto. Por lo pronto, quienes sean objetores de conciencia no van a poder integrarlo, pero tampoco lo 
podrán hacer quienes estén del otro lado y sean favorables a la ley. Entonces, creo que va a haber 
dificultades muy grandes. 


Por otra parte, el propio concepto de neutralidad es enormemente discutible. Si se leen las 
versiones taquigráficas de las distintas delegaciones que se presentaron ante la Comisión, uno puede 
encontrar datos muy interesantes. Por ejemplo, que el 80% de las mujeres que consultan el programa 
Iniciativas Sanitarias del Hospital Pereira Rossell terminan realizándose un aborto -supongamos que 
son totalmente neutrales- pero el 100% de las embarazadas que consultan en el programa Madrinas 
por la Vida, que es estrictamente favorable a continuar con la gestación, terminan el embarazo. Se 
trata de la misma población, pero ante dos equipos supuestamente neutros u orientados -yo creo que 
son orientados; el segundo es claramente orientado hacia el mantenimiento del embarazo- los 
resultados son totalmente distintos. Entonces, me pregunto si es razonable pensar que podamos tener 
al menos 100 equipos interdisciplinarios -300 profesionales de la salud- neutros en esta materia, que 
no inclinen la balanza para un lado ni para el otro. Me parece que eso es muy difícil. 


Quiero hacer una cuarta consideración con respecto a este artículo 3%. Algo conozco sobre 
las mujeres de condición humilde, las que viven en los asentamientos. Todo este proceso de levantarse 
temprano, conseguir el número para ir al ginecólogo de la policlínica barrial de ASSE, hacerse los 
exámenes para confirmar su embarazo y la edad gestacional, volver al ginecólogo, de ahí ir al equipo 
interdisciplinario, esperar los cinco días e ir nuevamente al ginecólogo, para la mayoría de las mujeres 
marginales o que viven en condiciones extremadamente humildes, es de la estratósfera. Es 
incumplible, es impensable porque tiene un costo en tiempo, un costo en traslado, un costo material y 
un costo de tiempo, además del costo emocional y espiritual, que es inabordable. ¿Qué es lo que va a 
suceder? Que pese a toda esta cosa tan detallada y tan perfecta que tenemos acá, las mujeres más 
humildes, aquellas que corren mayor riesgo -sobre todo en el medio rural- van a ser las que se van a 
seguir haciendo abortos en la clandestinidad y eso, ciertamente, no lo quiere nadie. Doy por 


descontado que eso no lo quiere ni el Partido de Gobierno, ni el Partido Nacional, ni el Partido 
Colorado. De manera que encuentro que este es un artículo químicamente perfecto, pero 
absolutamente incumplible. 


El artículo 4% establece los deberes de los profesionales que forman parte del equipo 
interdisciplinario. Allí se habla de orientar y asesorar a la mujer sobre los medios para prevenir 
embarazos futuros; entrevistarse con el progenitor en caso de que la embarazada lo consienta; 
garantizar que la mujer tome la decisión libre de la presión de terceros; cumplir el protocolo que va a 
dictar el Ministerio de Salud Pública; y, por último, abstenerse de asumir la función de denegar o 
autorizar la interrupción del embarazo. En primer lugar, cuando una mujer está angustiada por un 
embarazo no deseado, ese no parece ser el momento más adecuado para que el equipo 
interdisciplinario le hable de las posibilidades que tiene de prevenir posibles futuros embarazos, lo que 
se parece más a un reproche que a un adecuado asesoramiento. Sin perjuicio de que ese elemento se 
ponga arriba de la mesa, me parecería mucho más apropiado que se hiciera después del parto, si es 
que continúa con el embarazo, o después del aborto, si se mantiene esa decisión. 


Con respecto a entrevistarse con el progenitor, quiero decir que la Constitución establece 
iguales derechos para padres y madres y, por tanto, este artículo es claramente discriminatorio en 
contra de los padres, de quienes después queremos que tengan un rol más activo en la crianza de sus 
hijos. En su comparecencia a la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Representantes, dijo el 
profesor Martín Risso: “Quiero agregar dos aspectos que me parecen verdaderamente importantes en 
cualquiera de las hipótesis -sea cual sea la decisión de la Comisión- que generan problemas de 
constitucionalidad. El primero es el padre. De acuerdo con la Constitución y el derecho internacional de 
los derechos humanos, los padres y las madres tienen exactamente los mismos derechos y las mismas 
obligaciones respecto a los hijos. Estos derechos y obligaciones existen desde antes de la concepción, 
porque en una pareja normal tienen que estar los dos de acuerdo para concebir. Me parece que es 
imprescindible -esta es una constatación del principio de igualdad constitucional entre padres y 
madres- que el padre participe en la decisión”. Acá, la participación del padre, a texto expreso, queda 
condicionada al consentimiento de la madre. Entonces, desde ese punto de vista, parece violatorio de 
disposiciones constitucionales bien claras. 


Además, el literal C) dice: “Garantizar, dentro del marco de su competencia, que el proceso de 
decisión de la mujer permanezca exento de presiones de terceros”, etcétera, y yo me pregunto: ¿el 
progenitor es un tercero? ¿O es alguien que tiene razonablemente derecho a analizar el tema con su 
pareja? Se me dirá que en muchos casos el progenitor “no existe” -y lo comprendo; es cierto- pero hay 
muchos otros en los que “sí existe”. Entonces, estamos legislando para que no haya ninguna presión 
pero estamos considerando al progenitor como tercero; y aun en los casos en que existe, estamos 
yendo en sentido contrario adonde queremos ir. Queremos ir hacia una familia más integrada y más 
fortalecida, pero en realidad estamos legislando a favor de una familia más desintegrada, donde cada 
uno toma decisiones por su cuenta. 


Con respecto al artículo 5%, referido a los deberes de las instituciones del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, ya hice referencia a que no hay un listado actualizado que elimine las dudas con 
respecto a cuáles son las instituciones que forman parte o no de él. Una mujer relativamente humilde 
podría llegar a preguntarse si la policlínica barrial que la Comisión de Fomento tiene en una 
determinada zona, está incluida o no, sirve o no para hacer este procedimiento, forma o no parte del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Independientemente de ello, creo que muchas veces legislamos soluciones que no se 
condicen con la realidad. ¿Qué quiero decir con esto? Si nosotros pensamos que entre los 
establecimientos más importantes de ASSE, del mutualismo y los sanatorios privados debería haber 
por lo menos cien equipos interdisciplinarios distribuidos en todo el país, pregunto: ¿hay cien 
ginecólogos especializados en salud sexual y reproductiva? Sí, hay. ¿Hay cien psicólogos 
especializados -no estoy diciendo que tengan competencia notoria- en salud sexual y reproductiva? En 
lo personal, no conozco que exista posgrado alguno en psicología con especialidad en salud sexual y 
reproductiva, y mucho menos asistentes sociales. 


Me parece que estamos disponiendo una carga de recursos humanos y un requisito para 
cumplir con la ley que, sospechamos fuertemente -además, es bastante fácil de demostrar- nadie 
podrá cumplir. 


El literal B) del artículo 5* se refiere a la estimulación del trabajo en equipos interdisciplinarios 
y no quiero suponer que estimular el trabajo sea incentivar de acuerdo con los resultados. 
Exactamente, no sé qué quiere decir esta expresión pero, normalmente, estimular el trabajo significa 
incentivar el trabajo de la gente. Si se tratara de incentivar, ¿cómo se mide el resultado? ¿Por la 
cantidad de casos atendidos? ¿Por la cantidad de casos atendidos que terminan en un aborto? ¿Por la 
cantidad de casos atendidos que terminan en la continuación del embarazo? Aquí no se dice nada al 
respecto. En caso de que yo tuviera que reglamentar esta ley, honestamente, no sabría cuál es la 
obligación que este literal B) estaría imponiéndole a las instituciones del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


El literal F) del artículo 5% establece: “Garantizar la participación de todos los profesionales que 
estén dispuestos a integrar los equipos interdisciplinarios, sin discriminaciones de ninguna naturaleza”. 
Esto es incumplible, porque quienes sean objetores no van a integrar estos equipos interdisciplinarios 
y, desde el punto de vista racional, dada la neutralidad que se exige, quienes sean militantes activos en 
pro de la libertad del aborto tampoco deberían integrarlos. O sea que lo que aquí se dice con relación a 
“sin discriminaciones de ninguna naturaleza”, no se podrá cumplir; es realmente pedirle lo imposible a 
instituciones, muchas de las cuales son privadas. 


Con respecto a las excepciones, creo que hay una buena resolución. Notemos que las 
excepciones han sido planteadas en función de tres situaciones: cuando hay grave riesgo para la salud 
de la embarazada; cuando se verifique que hay malformaciones incompatibles con la vida extrauterina; 
y cuando el embarazo fue producto de una violación acreditada con constancia de la denuncia judicial. 
En esos casos no hay intervención del equipo multidisciplinario y no rige el plazo de las doce semanas, 
pues el único que sí lo tendría sería el de la violación, para el cual se fijó un plazo de catorce semanas. 
Este plazo parece ser razonable por cuanto puede llevar un poco más de tiempo superar el shock de la 
violación, hacer la denuncia judicial y luego presentarse. En alguna de estas situaciones puede ser 
discutible la cuestión de si prima el derecho de la mujer a recomponer su vida. Claro que no me refiero 
al caso en que hay grave riesgo de vida porque ahí se trata de una vida contra la otra, cuando ambas 
son exactamente iguales, o quizás no porque uno puede pensar que la vida de la madre que tiene una 
familia y demás, posee mayor valor. En cuanto a la incompatibilidad con la vida extrauterina, no hay 
una vida para preservar desde el momento en que ese feto no va a nacer. Y cuando hablamos de la 
violación, si bien desde el punto de vista jurídico uno puede pensar que una mujer violada puede 
recomponer su vida, la cultura acepta que ese caso sea resuelto de esta manera. 


El artículo 7* trata todo lo relativo al consentimiento de las adolescentes, es decir, de las 
menores de 18 años o, como dice el Código de la Niñez y la Adolescencia, de las niñas y de las 
adolescentes. Se establece lo que está estipulado en el propio Código, esto es, la madurez progresiva 
del adolescente, lo que me parece razonable. Pero, en definitiva, debemos ser conscientes de que 
estamos autorizando que una menor de 18 años, una adolescente no habilitada, es decir que no esté 
casada, pueda hacerse un aborto sin el conocimiento de sus padres, con todo lo que ello implica en 
cuanto al reconocimiento de los derechos de unos y de otros. 


El tema de las mujeres declaradas incapaces me parece que está bien resuelto. 


El Capítulo Il, “Disposiciones Generales”, contiene algunas normas que, desde mi punto de 
vista, son inaceptables. Honestamente, como médico no puedo aceptar que el aborto sea considerado 
un acto médico. El acto médico es para preservar, proteger y mejorar la salud, no para terminar con la 
vida de un concebido. Lo lamento pero, para mí, esta disposición constituye un agravio gratuito a la 
profesión. No había por qué decir esto. Con respecto a la expresión “sin valor comercial”, uno podría 
decir que si en definitiva es un acto médico lo que constituye un delito, es lógico que no tenga valor 
comercial, pero evidentemente no es eso lo que se quiere decir. Realmente este artículo es lamentable 
en cuanto a los valores que refleja. 


El artículo 10 refiere a la obligación de los servicios de salud. Ya el artículo 5% hablaba de los 
deberes de las instituciones con relación a esta normativa; ahora tenemos el artículo 10, que habla de 
obligaciones adicionales y determina que todas las instituciones del Sistema Nacional Integrado de 
Salud tendrán la obligación de cumplir con lo preceptuado en la presente ley. Luego establece una 
excepción -que me parece razonable- para todas las instituciones que tengan objeciones de ideario, de 
concepción, como puede ser el Círculo Católico de Obreros del Uruguay, el Hospital Evangélico o la 
policlínica de las Iglesias Evangélicas Federadas. Sin embargo, debe notarse que la excepción se 
limita a las instituciones preexistentes a la vigencia de esta normativa. Por tanto, aquellas que se 
quisiera crear en un futuro no quedarían exceptuadas de lo establecido en la ley, aunque su ideario 
estuviera tan en contra como las ya existentes. Por mi parte, digo lo siguiente: así como la objeción de 
conciencia de un ser humano puede cambiar a lo largo del tiempo y un problema puede ser visto de 
una manera diferente, también las instituciones pueden cambiar, es decir, en determinado momento 
visualizar el problema de una forma, y en otra ocasión, de un modo distinto. Sin embargo, aquí se 
congela la situación al 2012. 


Otro aspecto a considerar es que hay personas e instituciones que pueden tener una objeción 
de conciencia tan fuerte al aborto inducido, que pueden decir “Yo no quiero que mi dinero sea usado 
con ese fin”. Creo que pueden decirlo con todo derecho; sin embargo acá se está obligando, a quien 
tiene una objeción de conciencia, a aportar para el financiamiento de servicios de abortos provocados. 


El artículo 11 refiere a la objeción de conciencia de médicos y personal de salud. Creo que en 
este caso el tema está mal resuelto. ¿Por qué lo digo? Porque la experiencia en España indica que 
cuando se establece un sistema de este tipo, por el cual la objeción de conciencia puede cambiar con 
el tiempo, lo que se reporta ante la institución en la que se trabaja, se termina en la siguiente situación: 
en el sector público el 80% de los ginecólogos son objetores de conciencia y en el sector privado el 
80% de ellos -que son los mismos- no lo son. Sé que aquí se dice: “La objeción de conciencia como su 
revocación, realizada ante una institución, determinará idéntica decisión respecto a todas las 
instituciones públicas o privadas en las que el profesional preste servicios”; pero recordemos la 
dificultad que existe para identificar a las instituciones. ¡Olvidemos las dificultades que tienen las 
instituciones para identificar dónde trabaja cada uno de los Fulanos que un día dice que sí y al mes 
siguiente dice que no! 


Y aún hay un tercer aspecto. Uno hubiera pensado y aspirado a que cuando el conflicto es 
entre el derecho a la vida del concebido y el derecho de elección de la mujer -que es un derecho 
respetable, pero no tiene la misma estatura o la misma esencialidad- ante la duda se lo considera un 
objetor y no estaría obligado. A su vez, perfectamente se podría haber trabajado con aquellos que 
hubieren manifestado su disposición a participar de los procedimientos. Sin embargo, se busca el 
mecanismo contrario y se dice que si alguien no se manifestó, no es objetor, y si alguien manifestó ser 
objetor pero hace un procedimiento, dejará de serlo. ¡O sea que acá in dubio es pro aborto! Ese es el 
resultado final de este artículo que, realmente, es muy poco feliz. 


Por último, el artículo 13 restringe los beneficios de no penalización establecidos en los 
artículos 2% y 3% a “las ciudadanas uruguayas naturales o legales o las extranjeras que acrediten 
fehacientemente su residencia habitual en el territorio de la República durante un período no inferior a 
un año”. Ahora bien, supongamos que una becaria que vino a estudiar al Uruguay queda embarazada y 
quiere hacerse un aborto; se somete a todo este proceso y se le dice “No; usted no tiene un año de 
residencia”. Me parece que esta discriminación hacia quien participa de la comunidad pero no es 
ciudadana legal o natural, ni residente prolongado, no es algo bueno. Creo que se quiere evitar que 
esto sea un “abortadero” generalizado para América Latina, pero debería buscarse otras formas más 
afinadas y más respetuosas de expresarlo, porque son situaciones que se dan, particularmente, en la 
población más joven. 


Me gustaría realizar una última consideración con respecto al artículo 15 que dispone la 
entrada en vigencia de la ley a los treinta días de su promulgación, plazo dentro del cual el Poder 
Ejecutivo la reglamentará. 


La poca experiencia que tengo a nivel del Ministerio de Salud Pública en cuanto a la 
reglamentación de las leyes, el establecimiento de los mecanismos para implementarlas y demás, me 


permite concluir que será muy difícil que entre en vigencia a los treinta días de la promulgación porque 
lo más probable es que la reglamentación no esté aprobada en ese lapso. Por lo tanto, sugeriría que 
este artículo se redactara de manera distinta y se dijera que todas estas disposiciones entrarán en 
vigencia a los treinta, o mejor aún, a los sesenta días de haberse aprobado la reglamentación por el 
Poder Ejecutivo. 


Esas eran las consideraciones de las que quería dejar constancia. 
Muchas gracias. 


SEÑOR GALLO.- A pesar de mantener lo que manifestamos en nuestra primera intervención 
respecto a que, a nuestro entender, la discusión particular del proyecto de ley modificativo no debía 
realizarse en este ámbito con la formalidad que implica tal procedimiento, hemos escuchado con 
mucho respeto -como siempre lo hacemos- los comentarios vertidos por el señor Senador Solari, 
algunos de los cuales consideramos válidos, mientras que otros no los compartimos. 


Si bien en el Plenario del día de mañana daremos respuesta a los temas planteados en el 
articulado, me gustaría realizar un comentario general sobre lo expresado por el señor Senador Solari 
respecto a que no identificaba instituciones que pudieran no estar dentro del Sistema Nacional 
Integrado de Salud porque no figuran en un listado. 


Una cosa es el Sistema Nacional Integrado de Salud -¡vaya si lo sabe el señor Senador 
Solari!- y otra, distinta, el Seguro Nacional de Salud. El Sistema Nacional Integrado de Salud está 
conformado por todas las instituciones públicas y privadas. A su vez, el Ministerio de Salud Pública 
creó la Red Integrada de Efectores Públicos de Salud -RIEPS- que está constituida por ASSE, el 
Hospital Militar, el Hospital Policial, el Banco de Previsión Social y el Banco de Seguros; es decir que 
absolutamente todos los efectores públicos figuran en la RIEPS que integra el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Por lo tanto, ante la interpretación que realizó el señor Senador Solari, señalamos 
que en función de que hay un listado, esto se va a resolver cuando la reglamentación realizada por el 
Ministerio de Salud Pública incluya lo que, en definitiva, ya está incluido: la Red Integrada de Efectores 
Públicos de Salud. 


En cuanto al hecho de dudar sobre la neutralidad que pudieran tener los profesionales que 
integren el equipo multidisciplinario, digo que pensar de esa manera es prejuzgar mal, porque todos 
esos profesionales estarán condicionados a las obligaciones que la propia ley les manifieste. Entre 
otras cosas, para mantener esa neutralidad, establece, en uno de sus ítems -y el señor Senador Solari 
lo citó- que se debe cumplir con un protocolo de actuación de los grupos interdisciplinarios dispuestos 
por el Ministerio de Salud Pública. Es decir que el Ministerio va a protocolizar la manera como se debe 
conducir ese proceso. No puedo prejuzgar que los profesionales que vayan a intervenir no lo van a 
hacer dentro de esas pautas. De manera que esa objeción, desde mi punto de vista, no es válida 
porque debo confiar en los profesionales que van a actuar y en su disposición a cumplir con estos 
artículos que, en definitiva, establecen los deberes que tienen con respecto a este tema. 


Estas son las dos observaciones que quería hacer ahora; en el día de mañana formularemos 
el resto de los comentarios que nos merecen algunos planteamientos que se han realizado con 
respecto a determinados artículos. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar, me gustaría hacer una reflexión general. 


Acojo con agrado las preocupaciones del señor Senador Solari, que en muchos casos van 
orientadas a que estas garantías y estos procedimientos se apliquen a todas las mujeres por igual y no 
quede ninguna afuera: la que vive en el medio rural, la becaria que pasa un año en el Uruguay, 
etcétera. Me parece que todas esas observaciones van a asegurar la universalidad de estos servicios 
y, en tal sentido, felicito al señor Senador Solari por sus reflexiones. 


Ahora bien; hay una diferencia entre neutralidad y moderación. Entendemos como moderación 
el punto medio entre dos posturas, pero la neutralidad es otra cosa: se refiere a prácticas y 


comportamientos independientemente de nuestras preferencias y valores. Entonces, cuando se habla 
de los servicios de salud sexual y reproductiva, más allá de los objetores de conciencia -que no 
querrán estar- obviamente, las personas que allí estén no van a tener la función de aconsejar que “lo 
tenga” o “no lo tenga”, sino de dar información para que la mujer tome la decisión de manera más 
consciente y responsable. Es el comportamiento lo que es neutral. La neutralidad se exige respecto de 
las acciones y el comportamiento, y no de la mente o los sentimientos íntimos de la persona, que 
serían ulteriormente incontrolables para nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quiero suscribir la muy fundada exposición realizada por el 
señor Senador Solari. Ya hemos discutido en otras oportunidades este tema, tanto en la Legislatura 
anterior como en esta, y creemos que hay argumentos jurídicos de mucho peso en el sentido de que 
aquí no hay, como dice este proyecto de ley, una tutela del derecho a la vida, sino que hay una 
afectación grave del derecho a la vida. Entre los Derechos Humanos que reconoce la Constitución de 
la República, este es, sin duda, el primero de ellos, porque los demás no existen sin la previa 
supervivencia de ningún ser humano. Y es claro también, de acuerdo con nuestro ordenamiento 
jurídico, que la vida comienza con la concepción. El Pacto de San José de Costa Rica, aunque dice “en 
general”, establece este principio de que la vida comienza con la concepción, y hay además otras 
disposiciones, por ejemplo, del Código de la Niñez y la Adolescencia, que parten del mismo principio: la 
vida comienza con la concepción y desde ese momento se debe proteger este derecho, sin el cual no 
existe ninguno de los demás. Tampoco nos parece correcta la solución en cuanto a que el padre sea 
un hombre absolutamente ajeno y se prescinda totalmente de su opinión en este caso, porque en la 
concepción son dos los que participan. Aquí se dice que se habla con el padre, pero después de que la 
mujer tomó la decisión. 


De modo que adelantamos nuestro voto negativo a este proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, entonces, se va a votar el proyecto de ley con las 
modificaciones realizadas por la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Corresponde designar el miembro informante 
Ha sido propuesto el señor Senador Gallo. Si hay acuerdo, queda designado. 
(Apoyados.) 
SEÑOR SOLARI.- Adelanto que voy a hacer un informe en minoría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 15 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


